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Las valoraciones 
en el Texto 
Refundido de 1992 

Introducción 

Posiblemente la cuestión más cono­
cida de las reguladas por la Ley 
8/1990, de 25 de julio, sobre Re­

forma del Régimen Urbanístico y Valo­
raciones del Suelo (en adelante, LS90), 
sea la que, con una expresión ya forma­
lizada se conoce como el proceso de ad­
quisición gradual y sucesiva de faculta­
des urbanísticas. Esta regulación, como 
n o podía ser de otro modo, ha pasado 
prácticamente intacta, al articulado del 
Título U de la LS de 1992. Como es bien 
sabido, el legislador ha aislado una serie 
de facultades urbanísticas que vienen a 
se r como fases de un proceso que ha de 
recorrer el propietario desde que sus 
bienes son considerados por la autori­
dad urbanística como de obligatoria in­
corporación a la actividad urbanística y 
edificatoria hasta que sobre ellos se 
concluye la edificación prevista por el 
planeamiento. El propietario debe ir in­
corporando en cascada las sucesivas fa­
cultades urbanísticas dando cumpli­
miento a las obligaciones y cargas deri­
vadas de la función social de la 
propiedad: una vez que el planeamien­
to determina la obligatoria incorpora­
ción de unos bienes a dicho proceso 
(adquiriendo el que se denomina dere­
cho a urbanizar), el propietario ha de 
cumplir con los deberes básicos de ur-

banizar, ceder y equidistribuir, con lo 
que incorpora a sus bienes el llamado 
derecho al aprovechamiento urbanísti­
co. Posteriormente, el propietario ha de 
solicitar licencia y su otorgamiento 
comporta la adquisición del derecho a 
edifica r. Por último, la ejecución del 
proyecto edificatorio en los plazos se­
ñalados por la licencia, pone fin al pro­
ceso con la incorporación del derecho a 
la edificación. 

Esta disección en la estructura de la 
propiedad urbana, naturalmente no 
responde a ninguna pretensión especu­
lativa o teórica del legislador. Se trataba 
de crear un esquema válido, un arma­
zón que sirviera para alcanzar dos obje­
tivos eminentemente prácticos, que en­
cuentran en ese proceso de adquisición 
gradual de facultades su soporte y que 
le dan su verdadero sentido: por una 
parte, garantizar con medidas adminis­
trativas de reacción ante el incumpli­
miento, la efectiva incorpo ración de la 
propiedad a la actividad urbanística y 
edificatoria; por otro lado, encontrar un 
régimen adecuado de valoración d el 
suelo en función del estadio urbanístico 
en el que se encuentre. 

En efecto, atribuir a la Administra­
ción la facultad de expropiar (o sujetar 
los bienes a la venta forzosa) por in­
cumplimiento de la función social de la 
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propiedad, exige determinar con toda 
claridad cuáles son las obligaciones o 
deberes que impone la función social y 
en qué momento ha de dárseles cum­
plimiento, y eso es exactamente lo que 
hace, con precisión casi matemática, el 
esquema legal de adquisición en casca­
da de facultades. 

Pero ahora nos interesa más destacar 
cómo el proceso de adquisición gradual 
y sucesiva de facultades urbanísticas di­
señado por el legislador sirve de base 
para la regulación un preciso régimen 
de valoraciones que asigna contenidos 
económicos a la propiedad inmueble 
en función del concreto estadio en que 
se encuentre dentro de aquel proceso, o 
lo que es lo mismo, en función de los 
deberes urbanísticos a los que se haya 
dado cumplimiento. Naturalmente, este 
régimen desplegará su eficacia en la fi­
jación de los justiprecios expropiato­
rios y de las indemnizaciones que pro­
ceden en determinados casos, por el 
ejercicio de la competencia urbanística. 

Esque1na general del 
régimen de valoraciones 

Los preceptos de la LS90 relativos a 
la materia de valoraciones han ido a pa­
rar al Título n de la LS del 92. Esta ubi­
cación sistemática pone gráficamente 
de manifiesto la idea a la que me acabo 
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de referir: la estrecha conexión entre 
proceso gradual de adquisición de fa­
cultades urbanísticas y valoraciones. En 
realidad, son dos caras de la misma mo­
neda: el sentido de aislar una serie de 
facultades urbanísticas sucesivas, es 
asignar a cada una de ellas un concreto 
contenido económico. 

Con el fin de agilizar la sistemática de 
la exposición y aun a costa de que que­
de fuera de la exposición algún supues­
to del régimen de valoraciones de la LS, 
me limitaré, en primer lugar, a trazar un 
esquema general del sistema de valora­
ciones utilizando como hilo conductor 
la sucesión de situaciones que recorre 
una parcela, inicialmente incluida en el 
suelo urbanizable no programado, des­
de este momento hasta que, natural­
mente previa la aprobación de los co­
rrespondientes Programas de Actuación 
Urbanística y Plan Parcial, se concluye la 
edificación sobre ella. Posteriormente 
me referiré a un problema que plantea el 
sistema de valoraciones creado por la 
LS90 (que aquí denomino la nueva 
«dualidad» en el régimen de valoracio­
nes) para terminar aludiendo a dos 
cuestiones que quedaron poco claras en 
aquella Ley y que se resuelven en la lS, 
al amparo de la autorización para regu­
larizar, aclarar y armonizar los textos 
normativos objeto de refundición. 

Suelo urbanizable no programado 
Partimos, por tanto, de la considera­

ción de un terreno situado en el suelo 
clasificado por el Plan General como 
urbanizable no programado. Según dis­
pone el art. 48.1 LS, la valoración de es­
te terreno ha de hacerse con arreglo al 
valor inicial. La determinación de que el 
suelo urbanizable no programado se ta­
sará con a rreglo al valor inicial, fue in ­
troducida por la LS90 que, en este pun­
to, como en tamos otros, como se sabe, 
se separaba abiertamente d el régimen 
de la LS76, cuyo art. 108, disponía cla­
ramente que «se tasarán con arreglo al 
valor urbanístico los terrenos clasifica­
dos como suelo ( ) urbanizable en to­
das sus categorías»; de forma que, en el 
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régimen anterior el suelo urbanizable no 
programado se tasaba de acuerdo con el 
valor urbanístico, mientras que hoy ha 
de hacerse con arreglo al valor inicial. 

la diferente valoración del suelo ur­
banizable no programado (valor inicial) 
y del suelo urbanizable programado 
(valor inicial más una partida adicional 
a la que inmediatamente se hará refe­
rencia), no carece de una justificación y 
responde al deseo del legislador de 
equiparar, también a efectos valorati­
vos, el suelo urbanizable no programa­
do con el suelo no urbanizable. La in­
corporación al proceso urbanizador del 
suelo urbanizable no programado es 
meramente posible en el futuro, mien­
tras que la del suelo urbanizable pro­
gramado es una realidad ya prevista, 
pendiente únicamente de la aprobación 
del correspondiente Plan Parcial. 

El valor inicial al que alude este art. 
48.1 LS remite directamente a los crite­
rios de valoración catastral de suelo de 
naturaleza rústica, hoy contenidos en el 
art. 68 de la Ley reguladora de las Ha­
ciendas Locales, que consideran las 
rentas reales o potenciales de los terre­
nos de esa naturaleza. 

Suelo urbanizable programado s in 
planeamiento de desarrollo preciso 

la aprobación para nuestro terreno 
del Programa de Actuación Urbanística, 
que supone la conversión del suelo ur­
banizable no programado en suelo ur­
banizable programado, aunque todavía 
sin Plan Parcial, lleva consigo, también 
consecuencias en cuanto a su valora­
ción, pues ahora, según establece el art. 
48.2 LS, al valor ini cial ha de añad!rsele 
el 25 por 100 del coste estimado de su 
futura urbanización. 

Suelo urbanizable programado con 
derecho a urbanizar 

la aprobación del instrumento de 
planeamiento más específico, en nues­
tro ejemplo el Plan Parcial, determina la 
adquisición del derecho a urbanizar 
(art. 24.1 LS) y agrega al valor inicial del 
terreno el 50 por 100 del coste estima-

do de su urbanización (art. 51.1 l.S). la 
regla es sencilla, pero conviene hacer 
una precisión. Podría pensarse que 
cuanto mayor fuera el grado de urbani­
zación efectiva del terreno -por ejem­
plo, en ejecución de un plan anterior­
menor será el contenido económico 
que agrega la adquisición del derecho a 
urbanizar, porque a lo que el art. 51 .1 LS 
se refiere es al 50 por 100 del coste de 
la urbanización pendiente de realiza­
ció n. Pues bien, hay que aclarar que 
siempre que las obras de urbanización 
se hubieran realizado en ejecución de 
un planeamiento anterior, se computan 
en su totalidad, y no sólo en el expresa­
do porcentaje, y ello en virtud tanto del 
apartado 3 del mismo art. 51, como de 
la cláusula residual de indemnización 
contenida en el art. 24 l , preceptos los 
dos que establecen la total indemniza­
bUidad de los gastos realizados en eje­
cución del planeamiento (en este caso, 
de un planeamiento anterior) en caso 
de expropiación. 

las obras de urbanización que, evi­
dentemente, no contribuyen a incre­
mentar el valor del terreno son las reali­
zadas al margen o en contradicción con 
el planeamiento vigente al tiempo de su 
realización ; antes al contrario, estas sí 
que pueden jugar en sentido opuesto, ya 
que si son útiles para la ejecución del 
nuevo planeamiento, reducirán la urba­
nización precisa y, con ello, el concepto 
al que alude el art. 51.1 LS (50 por 100 
de la urbanización pendiente) (*). 

Derecho al aprovechamiento 
urbanístico 

Una vez que se han cumplido los de­
beres de cesión, equidistribución y ur­
banización, lo que en nuestro ejemplo, 
en el que tratamos de suelo urbanizable, 
siempre se llevará a cabo a través de la 
reparcelación o la compensación, se ad-

(*) José Manuel Merelo Abcla: «La Reforma 
del Régimen Urbanísnco y Valoraciones del Sue­
lo», Cuadernos de Gesuón Local, Madrid, 1991 , 
pág. 121. 

quiere el derecho al aprovechamiento 
urbanístico (art. 26 LS). la valNación 
del terreno se obtiene entonces por 
aplicación al aprovechamiento patri­
monializado del valor básico de reper­
cusión en el polígono, corregido en fun­
ción de su situación concreta dentro del 
mismo (art. 53.l l.S). 

Nótese, en primer lugar, que ese apro­
vechamiento sobre el que ha de aplicar­
se el valor básico de repercusión rara vez 
coincidirá con el que la Ley define, en 
abstracto, como aprovechamiento patri­
monializable o susceptible de apropia­
ción por el propietario: el 85 por J 00 del 
aprovechamiento tipo del área de repar­
to en que se encuentre el terreno, referi­
do a su superficie. En efecto, una vez que 
se han llevado a cabo las operaciones 
propias de la reparcelación o la com­
pensación y se ha urbanizado, el aprove­
chamiento patrimonializado por cada 
propietario, sobre el que hay que aplicar 
el valor básico de repercusión, es el que 
realmente corresponda a la finca que a 
cada uno le ha sido adjudicada en la re­
parcelación o en la compensación, que 
sólo por casualidad coincidirá con el 85 
por 100 del aprovechamiento tipo. Co­
mo se sabe, las diferencias entre este úl­
timo aprovechamiento y el asignado a 
las fincas resultantes se resuelven a tra­
vés de la correspondiente compensa­
ción económica. 

Hay que referirse, en segundo lugar, 
brevemente al valor básico de repercu­
sión. Este valor se denomina básico por 
cuanto no pondera la localización den­
tro del polígono. Esta ponderación, se­
gún la vigente normativa catastral, se 
produce por la aplicación posterior de 
coeficientes correctores definidos en esa 
normativa. Y se denomina de repercu­
sión porque ese valor expresa lo que del 
precio final de cada metro cuadrado 
construido corresponde exclusivamen­
te al suelo. El art. 71.1 L.590, lo calificaba 
también como unitario («valor básico 
unitario de repercusión» , era la expre­
sión de la LS90), para resaltar la idea de 
que se refiere al valor atribuible al suelo, 
en cada metro co nstruido de ed ifica-



ción; pero el calificativo unitario ha de­
saparecido en la LS sin más trascenden­
cia que la meramente terminológica. 

El valor básico de repercusión que la 
Administración tributaria ha de pro­
porcionar para cada polígono fiscal es­
tará referido únicamente al metro cua­
d rado construible de uso y tipología ca­
racterísticos (art. 53.2 LS) que, como es 
sabido, son el uso y tipología predomi­
nantes en la correspondiente área de 
reparto (art. 98.1 LS). Si se trata de va­
lorar un terreno en el que el aprovecha­
miento no sea de ese uso y tipología, lo 
que, como es evidente, sucederá muy 
frecuentemente, no hay más que exp re­
sarlo en el uso y tipología característi­
cos, multiplicándolo por su coeficiente 
de ponderación relativa. Como se sabe, 
estos coeficientes de ponderación rela­
tiva permiten relacionar todos los usos 
con el característico o predominante y, 
de esta forma, todos los usos entre sí 
(vid . arts.96.3 y 97.3 LS). 

Derecho a edificar 
Una vez que ha obtenido la licencia 

de edificación, el propietario inco rpora 
al terreno el derecho a edifica r (art. 33. l 
LS). En ese momento los terrenos se ta­
sarán añadiendo al valor urbanístico 
del aprovechamiento autorizado por la 
licencia, el 25 por 100 del coste de eje­
cución del proyecto para el que se ob­
tuvo la misma y la totalidad de los gas­
tos que, justificadamente, estén motiva­
dos por la ed ificación p royectada o 
iniciada (an. 55 LS). Otra vez aquí, hay 
que decir que el aprovechamiento que 
se valora, rara vez coincidirá con ese 85 
por 100 del aprovechamiento tipo que 
constituye la medida del aprovecha­
miento patrimonializable po r cada pro­
pietario. Ni siquiera tiene por qué coin­
cidir con el aprovechamiento asignado 
por las determinaciones del Plan a la 
fin ca que fue adjudicada en la reparce­
lación o en la compensación, si el pro­
pietario no quiere agotarlo por entero 
en la edificación proyectada. Como con 
toda claridad establece este precepto, el 
aprovechamiento que se tiene en cuen-

ta para valorar el terreno es el «autori­
zado por la licencia». La «monetariza­
ción» de este aprovechamiento se lleva 
a cabo aplicando al mismo al valor bá­
sico de repercusión, según se ha expli­
cado anteriormente. 

Derecho a la edificación 
El derecho a la edificación se adquie­

re por la conclusión de las obras en los 
plazos fijados por la licencia (art. 37.1 
LS). En ese momento la valoración de 
los terrenos diferenciará el valor del 
suelo y el de la edificación . El valor del 
suelo en el momento de concluirse la 
ed ificación será el correspondiente al 
aprovechamiento urbanístico que efec­
tivamente se hubiera materializado so­
bre el mismo, sin adición o deducción 
alguna. El valor de la edificación se de­
terminará en función de su coste de re­
posición, corregido en atención a la an­
tigüedad, estado de conservación y 
conformidad o no con la ordenación en 
vigor (art. 56 LS). 

Debe destacarse el inciso que este 
artículo ha añadido sobre la redacción 
original del art. 83.2 LS90, del que pro­
cede aquel precepto de la LS. En efecto, 
el art. 56.2 lS aclara que la valoración 
del terreno atendiendo a la totalidad 
del aprovechamiento urbanístico que 
efectivamente se hubiera materializado 
sob re el mismo procederá únicamente 
«en el momento de concluirse la edifi­
cación», especificación ésta que no se 
contenía en el art. 83.2 LS90, y que, en 
realidad, no supone otra cosa que lle­
var a sus últimas consecuencias las so­
luciones que se derivan de las reglas ge­
nerales que rigen el sistema de valora­
ciones. Se trata de destacar con ese 
añadid o que el aprovechamiento que 
estrictamente corresponde al suelo es 
el 85 por 100 del tipo del área de re­
parto. Si, por permitirlo las determina­
ciones del planeamiento, se ha mate­
rializado un ap rovechamiento supe­
rior, ese exceso, en realidad, sólo puede 
valorarse en la medida en que se con­
tenga en la edificación existente. De he­
cho, cuando la edificación sea sustituí-

da, como se sabe, por mucho que se 
hubiera materializado en la edificación 
anterior, volve rá a entrar en juego la 
medida del 85 por 100 del aprovecha­
miento tipo y el propietario habrá d e 
adquirir onerosamente - mediante 
transferencia o compra de aprovecha­
mientos a la Admin istración- lo que 
exceda de esa med ida (vid. art. 99 .1 
LS); y eso sucederá todas las veces que 
se proceda a sustituir la edificación en 
ese terreno determinado, lo que, preci­
samente, pone de manifiesto que lo que 
estrictamente corresponde al suelo, a la 
ho ra de valorarlo, es el valor del 85 por 
100 del aprovechamiento tipo, y que el 
exceso de aprovechamiento materiali­
zado sólo puede incrementar el valor 
del terreno según su «modo de estar» 
en la edificación existente. La regla se 
exp resa de modo parecido en la Dispo­
sición Transitoria Quinta lS y mucho 
más claramente en uno de los Borrado­
res del Texto definitivamente aproba­
do, del que trae causa la nueva redac­
ción del art. 56 LS.: 

«El valor del suelo en el momento de con­
cluirse la edificación será el correspondiente al 
aprovechamiento urbanístico que efectivamen­
te se hubiera materializado sobre el mismo, sin 
adición o deducción alguna. Este valor, a par­
tir de dicho momento, se reducirá en la pro­
porción que resulte del tiempo de vida útil de la 
edificación, ya transcurrido. En todo caso como 
valor mínimo del suelo se entenderá el resul­
tante de la aplicación del 85 por 100 del apro­
vechamiento tipo correspondiente, al tiempo de 
la valoración». 

En conclusión, si el aprovechamien­
to materializado sobre la parcela es su­
per ior al 85 por 100 del aprovecha­
miento tipo referido a su superficie, la 
totalidad del aprovechamiento mate­
rializado sólo se tend rá en cuenta para 
valorar el suelo, en el momento de 
concluirse la edificación. Posterior­
mente ese valor se reducirá en función 
del tiempo de vida útil de la edifica­
ción, si bien la valoración mínima que 
siempre habrá que dar al suelo es la 
que corresponde al 85 por 100 del 
aprovechamiento tipo referido a su su­
perficie. 
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Valoración en los supuestos de 
incumpümiento 

51 en alguno de los estadios anterio­
res el propietario incumple los deberes 
que condicionan la adquisición de la fa­
cultad siguiente, su terreno se verá so­
mendo a la expropiación o a la venta 
forzosa por incumplimiento de la f un­
ción social de la propiedad, aplicándo­
se unas reglas especiales de valoración. 

Adquirido el derecho a urbanizar, si el 
propietario incumple el deber de ceder, 
equidistribuir y urbanizar en los plazos 
fijados por la Ley o por el planeamiento, 
su terreno se expropiará por el valor ini­
cial (art. 52.a LS) más el valor de las obras 
realizadas. Si adquirido el derecho al 
aprovechamiento urbanístico, no se soli­
cita licencia de edificación en el plazo fi­
jado en el planeamiento o legislación ur­
banística aplicable, la parcela se expro­
piará o se someterá a la venta forzosa, 
indemnizándose sólo por el valor del 50 
por 100 aprovechamiento patrimoniali­
zado (el correspondiente a la parcela ad­
judicada en la reparcelación o compen­
sación) (art. 30 LS). Adquirido el derecho 
a edificar, s1 se incumplen los plazos fija­
dos para la edificación en la licencia, la 
Administración expropiará los corres­
pondientes terrenos con las obras ya eje­
cutadas o acordará su venta forzosa, va­
lorándose aquellos conforme al 50 por 
100 del aprovechamiento urbanístico 
para el que se obtuvo la licencia y éstas 
por su coste de ejecución (art. 36.2 LS). 

Con esto queda completo el cuadro 
de valoraciones que tiene en cuenta el 
grado de adquisición de facultades urba­
nísticas, que para evitar una exposición 
prolija y complicada, se ha limitado a un 
supuesto típico de incorporación al pro­
ceso urbanizador de un terreno situado 
en suelo urbanizable no programado. 

Valoración de terrenos 
que hayan de obtenerse 
por expropiación 

Hemos considerado hasta ahora el 
régimen de valoraciones de aquellos te-

rrenos cuyos propietarios, en virtud 
del planeamiento, han de incorporarse 
al proceso de adquisición gradual y su­
cesiva de facultades urbanísticas. Exis­
ten, sin emba rgo, algunos propietarios 
que son excluidos, ab origen, desde el 
planeamiento o en un momento poste­
rior, de este proceso; propietarios de 
suelo urbano o urbanizable que no se 
incorporarán nunca al proceso urbani­
zador y edificatorio porque sobre sus 
parcelas está prevista la expropiactón, 
lo que determinará que estos propieta­
rios no ostenten protagonismo alguno 
en las tareas urbanizadoras y edificato­
rias, y que se limiten a ser sujetos pasi­
vos de una operación expropiatoria de 
la Administración. Me refiero a los te­
rrenos que han de obtenerse por ex­
prop1ación para destinarlos a sistemas 
generales, tanto en suelo urbano como 
urbanizable, o a dotaciones públicas de 
carácter local excluidas de las unidades 
de ejecuctón en suelo urbano, así como 
a aquellos que, en una u otra clase de 
suelo, se encuentran dentro de una 
unidad de ejecución en la que se ha de­
cidido actuar por el sistema de expro­
piación. 

No sería justo que en el justiprecio 
debido a estos propietarios, que no des­
pliegan actividad alguna en el proceso 
urbanizador y edificatono (son meros 
sujetos pasivos), no se valorara algún 
contenido urbanístico. Ello pugnaría 
con el principio de justo reparto de los 
beneficios y cargas derivados del plane­
amiento, que al menos debe jugar entre 
terrenos incluidos en la misma clase de 
suelo. Ello pugnaría, también, con la 
consideración de que estos propieta­
rios, al fin y al cabo, no han sido libres 
para decidir si se incorporan o no a la 
urbanización y edificación. Han sido ex­
cluidos de las mismas imperativamente. 

Pero tampoco sería justo, que estos 
propietarios recibieran en el justiprecio 
la totalidad del valor del aprovecha­
mtento susceptible de adquisición (el 85 
por too del tipo) en el régimen general. 
Téngase en cuenta que estos propieta­
rios, a diferencia del resto, al limitarse a 

ser sujetos pasivos de una expropiación, 
no tendrán que soportar carga alguna ni 
de urbanizac1ón, ni de gestión, ni suje­
ción a la programación del planeamien­
to, con la espada de Damocles de las po­
sibles medidas administrativas de reac­
ción ante el incumplimiento en los 
plazos fijados de los deberes inherentes 
a cada fase del proceso. 

Estas consideraciones explican las 
reglas de valoración contenidas en los 
arts. 58 a 60 LS. 

En suelo urbano, el justiprecio co­
rrespondiente a la expropiación de te­
rrenos para destinarlos a sistema gene­
ral, o a dotación pública de carácter lo­
cal excluida de la de limitación de 
unidades de ejecución, o de los terrenos 
incluidos en una unidad de ejecución en 
la que se vaya a actuar por exprop1ac1ón, 
ha de valorar el 75 por 100 del aprove­
chamiento tipo de área de reparto co­
rrespondiente referido a la superfiete 
que haya de expropiarse (art. 59 LS). 

Como se sabe, en el suelo urbano, 
salvo que la legislación autonómica di.s­
ponga lo contra no, los s1stemas genera­
les quedan excluidos de la delimitación 
de áreas de reparto: ¿qué aprovecha­
miento tipo podrá aplicarse entonces? 
A esa cuestión responde el apartado 3 
de ese art. 59 LS: si sólo se hubiera de­
limitado un área de reparto en el suelo 
urbano, la valoración se haría aplicando 
al terreno el 75 por 100 de ese aprove­
chamiento tipo; si se hubieran deltm1-
tado varias áreas se obnene un aprove­
chamiento tipo promedio, ad casum, 
que será el promedio de los aprovecha­
mientos tipo de las áreas, debidamente 
ponderados en función de su superficie 
respectiva y referido al uso y tipología 
residencial predominante en todo el 
suelo urbano. 

La valoración, a efectos expropiato­
rios, de los terrenos destinados a siste­
mas generales, o incluidos en unidades 
de ejecución en las que haya de actuar­
se por expropiación, en suelo urbamza­
ble programado, será el resultado de re­
f cri r a su superficie el 50 por 100 del 
aprovechamiento tipo del área respecuva. 



¿Otra vez «dualidad» de 
regín1enes en las 
valoraciones? 

Es bien conocido el propósito expre­
so del legislador de 1990 de acabar con 
el doble sistema de valoraciones que 
hasta entonces se venía aplicando y que 
distinguía a la hora de valorar el suelo 
objeto de expropiación entre expropia­
ciones urbanísticas o expropiación de 
otro carácter para aplicar a unas y otras 
criterios valorativos distintos, lo que, a 
todas luces, parece, por lo menos, una 
incoherencia. En realidad, el problema 
debió quedar resuelto en l 976 cuando 
el art. l 03 del Texto Reí undido aproba­
do ese año dispuso que «las valoracio­
nes de terrenos -sin distinguir en ra­
zón del tipo de expropiación- se efec­
tuarán con arreglo a los criterios 
establecidos en la presente Ley». Ahora, 
con toda rotundidad el art. 46 LS (que 
procede del art. 73 LS90) dispone que: 

« 1. Las valoraciones del suelo se efect1w1'án 
con arreglo a los criterios establecidos en la 
presente Ley. 

2. Estos cri.terios regirán walquiera que 
sea la finalidad que motive la expropiación y la 
legislación , urbanística o de otro carácter, que 
la legitime». 

El propósito es, desde luego loable, 
pero no estoy seguro de que se haya al­
canzado por completo esa deseada uni­
ficación del sistema de valoraciones del 
suelo, por la razón de que es la propia 
LS90 la que ha introducido un doble 
sistema de valoración del suelo que 
puede suscitar algunas dudas. En efec­
to, por un lado, según hemos visto, re­
gula un sistema de valoraciones que 
atiende al grado de adquisición de fa­
cultades urbanísticas de los terrenos a 
valorar (arts. 48 a 56 lS). Pero, por otra 
parte, con un criterio distinto, propor­
ciona reglas de valoración de terrenos 
en función del destino previsto en el 
planeamiento para el suelo objeto de 
expropiación (arts. 58 a 60 lS). Según 
estos preceptos los terrenos destinados 
a sistemas generales, o a dotaciones lo­
cales en suelo urbano, que se obtengan 

por expropiación y los incluidos en 
unidades de ejecución respecto de las 
que se hubiere fijado el sistema de ex­
propiación, se tasarán valorando el 75 o 
el 50 por 100 del aprovechamiento tipo 
del área de reparto correspondiente, se­
gún se trate de suelo urbano o urbani­
zable, respectivamente. Como los crite­
rios de ambos sistemas valorativos son 
distintos (uno atiende al grado de ad­
quisición de facultades urbanísticas y 
otro al destino previsto por el planea­
miento para esos bienes) pueden pro­
ducirse solapamientos de no fácil reso­
lución. Podemos aportar dos ejemplos 
que ponen de manifiesto el posible con­
flicto de normas. Pensemos en un terre­
no clasificado por el PGOU como suelo 
urbaniza ble y que está siendo urbaniza­
do conforme a las previsiones de dicho 
Plan. En un determinado momento la 
Administración del Estado, por ejem­
plo, decide trazar una carretera nacio­
nal para la que es necesaria la expropia­
ción de dichos terrenos. El carácter in­
tegrador del planeamiento urbanístico 
exige que esa actuación sectorial del Es­
tado se integre en el planeamiento ge­
neral que, al menos en teoría, debería 
considerar ahora esos terrenos objeto 
de expropiación como suelo destinado 
a sistemas generales. Pues bien, ¿qué 
sistema de valoración aplicamos', 
¿aplicamos el precepto que considera 
que la expropiación de un terreno en la 
fase de adquisición del derecho a urba­
nizar obliga a valorar el bien conforme 
al valor inicial más del 50 por 100 del 
coste de las obras de urbanización, o 
ese otro que establece que la expropia­
ción para sistemas generales determina 
la indemnización por el valor del 50 por 
100 del aprovechamiento tipo de la co­
rrespondiente área de reparto? En este 
caso posiblemente fuera más ventajosa 
para el particular la aplicación de esta 
segunda regla. Sin embargo, es p osible 
imaginar un supuesto en el que sucede 
exactamente al contrario. Si el trazado 
de esa carretera del Estado exige expro­
piar terrenos que ya fueron urbaniza­
dos y edificados la opción que se pre-

senta es: indemnizar conforme al valor 
del aprovechamiento efecti vameme 
materializado en la parcela más el valor 
de reposición de la edificación, si se 
atiende la sistema de valoraciones que 
considera que se trata de un terreno 
con el derecho a la edificación, o bien, 
indemnizar pagando por el terreno el 
75 por 100 del aprovechamiento tipo 
del área de reparto por tratarse de sue­
lo urbano que va a destinarse a sistemas 
generales. En este supuesto, puede ser 
más ventajoso para el particular la apli­
cación del precepto que le considera 
como propietario que ha adquirido el 
derecho a la edificación. 

Debe destacarse que el problema só­
lo se plantea con respecto a las expro­
piaciones no sancionatorias, porque en 
las expropiaciones sancionatorias, a las 
que ya me he referido, existe un único 
régimen de valoraciones, que es el que 
se ha expuesto antes. Por otra parte, en 
casos específicos, la ley remite al siste­
ma de valoración según el grado de ad­
quisición de facu ltades urbanísticas 
(vid., por ejemplo, el art. 40.2 LS). 

Creo que es posib le encontrar una 
vía de solución a la cuestión atendiendo 
a la finalidad de las normas. Como se sa­
be el hecho de que a un propietario de 
suelo urbanizable cuya parcela la desti­
na el planeamiento a un sistema general 
se le abone el valor del 50 por 100 del 
aprovechamiento tipo del área de repar­
to correspondiente, en lugar del valor 
inicial, tiene una razón, y es, como sabe­
mos que se le ha privado imperativa­
mente por la Administración, siquiera 
de la posibilidad de incorporarse al pro­
ceso urbanizador y edificatorio. 

En los dos eje mplos que hemos 
puestos esa efectiva incorporación ya se 
había producido, por lo que no parece 
correcto aplicar el régimen de valora­
ciones que parte del presupuesto de la 
imposible in corporación, sino más 
bien, el régimen de valoraciones que 
atiende al grado d e adquisición de fa­
cultades urbanísticas. 

Según esto, aquel propietario del pri­
mer ejemplo que encontrándose en fa-
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se de urbanización, con el derecho a ur­
banizar adquirido y dando cumpli­
miento a los deberes correspondiente a 
esa etapa, es expropiado para la cons­
trucción de una carretera estatal, se le 
indemnizará según las reglas propias de 
valoración en función de las facultades 
urbanísticas adquiridas, o sea , se le 
abonará el valor inicial, más el 50 por 
100 del coste de la urbanización pen­
diente, más el coste de las obras ya rea­
lizadas. Ciertamente, la solución puede 
no ser satisfactoria si se tiene presente 
que a otros propietarios en esa misma 
clase de suelo, cuyas fincas las destina­
ba originariamente el plan a sistema ge­
neral y que por tanto no han soportado 
carga alguna, se les ha indemnizado por 
el valor del 50 por 100 del aprovecha­
miento tipo del área de reparto que 
puede ser una cantidad superior a la 
que recibe el propietario de nuestro 
ejemplo. 

Por eso creo que la cuestión sigue 
abierta, pero, desde luego, algún criterio 
hay que en contrar para distinguir con 
precisión cuándo se aplican cada uno de 
los dos sistemas de valoraciones. 

Otra solución sería, sin más aplicar 
en cada caso, el sistema de valoraciones 
que resulte más ventajoso para el parti­
cular. 

El régirnen transitorio y 
de los n1unicipios en cuyo 
suelo urbano no se aplica 
el aprovechamiento tipo 

Tanto los preceptos relativos a valo­
raciones como, también, los que se re­
ferían al aprovechamiento susceptible 
de apropiación estaban redactados en 
la l.590 partiendo del presupuesto de la 
vigencia de esta técnica al servicio de la 
equidistribución, creada por dicha Ley, 
que es el aprovechamiento tipo. Desde 
que la Ley entró en vigor se planteó un 
serio problema de interpretación de la 
misma, porque, de una parte, según 
disponía su Disposición Adicional Pri­
mera, la técnica del aprovechamiento ti-

po no sería aplicable en el suelo urbano 
de todos los Municipios y, de otra, ha­
bría de transcu rrir un tiempo hasta que, 
d onde proced iera, este aprovecha­
miento fuera calculado. La interpreta­
ción, en mi opinión, más correcta, con 
base en el propio texto legal (vid. Dis­
posición Transito ria Primera 1 y 2) sos­
tuvo que la entrada en vigor de la Ley no 
podía quedar condicionada al cálculo 
del aprovechamiento tipo y que hasta el 
momento en que este fuera fijado, los 
preceptos de la norma que aludían a 
porcentajes de aprovechamiento patri­
monializable (85 por 100: arts. 16 y 37 
l.590) o po rcentajes de aprovechamien­
to a tener en cuenta a los efectos de va­
loraciones (50 ó 75 por 100: arts. 38 y 
39 l.590) deberían aplicarse sobre lo 
que comenzó a llamarse «aprovecha­
mi entos d e referencia», que no so n 
otros que «los resultantes del régimen 
vigente con anterioridad» a la l.590, se­
gún la propia dicción de la Disposición 
Transitoria Primera 2, in fine. Y, según 
esta interpretación, para co mpletar el 
elenco de esos «aprovechamientos de 
referencia» , el legislador había otorgado 
una nueva redacción al antiguo art. 105 
del Texto Refundido del 76, redacción 
que colmaba alguna laguna del régimen 
anterior (v id . Disposición Adicional 
Sexta l.590). 

Pues bien , la LS, en el marco de la au­
torización concedida al Gobierno para 
«aclarar» los textos legales vigentes, ha 
resuelto esta cuestión, conforme a la in­
terpretación a la que se ha hecho refe­
rencia. 

Régimen transitorio en municipios 
en cuyo suelo urbano ha de fijarse 
el aprovechamiento tipo y del suelo 
urbanizable (o apto para urbanizar) 
de cualquier municipio 

A esta cuestión se dedica la Disposi­
ción Transitoria Primera 2 d e la LS . 
Hay que aclarar, de todas maneras, que 
este precepto no se refiere propiamen­
te a las valoracion es, sino que preten­
de determinar el aprovechamiento ur­
banístico susceptible de apropiación 

hasta tamo los aprovechamientos tipo 
sean fijados . Pero, de esta forma indi­
recta, lo que está haciendo es, precisa­
mente, pro po rcio nar los aprovecha­
mientos de referencia sobre los que se 
aplican los po rcentaj es (85 por 100, 
75 por 100, 50 por 100) que establece 
la ley para llevar a cabo las valoracio­
nes. Estos aprovechamientos de refe­
rencia, sobre los que se aplicarán los 
porcentajes que correspondan, según 
los casos son: 

• En suelo urbanizable programa­
do, el aprovechamiento medio del sec­
tor, previa deducción, en su caso, del 
exceso de aprovechamiento del sector 
respecto del medio del cuatrien io co­
r respondiente, o del ámbito del Progra­
ma de Actuación Urbanística. 

• En suelo apto para urbanizar, el 
aprovechamiento que resulte de lo esta­
blecido en el correspondiente Plan Par­
cial. 

• En suelo urbano, el aprovec ha­
miento medio resultante en la unidad 
de ejecución respectiva o, en caso de no 
estar el terreno incluido en ninguna de 
estas unidades, el permitido por el pla­
neamiento. 

No da solución el p recepto ni al caso 
de inexistencia de planeamiento, ni al 
supuesto en que, existiendo p lanea­
miento, éste no atribuya aprovecha­
miento lucrativo alguno al terreno. No 
queda más remedio, en este caso, que 
aplicar por analogía el an. 62.1 LS ( refe­
rido a las valoraciones en suelo urbano 
sin aprovechamiento tipo), y conside­
rar como ap rovechamiento de referen­
cia a efectos de valoraciones el de un 
metro cuad rado construible por cada 
metro de suelo, referido al uso predo­
minante en el polígono fiscal en el que 
resulta incluido. 

Quizá sea conveniente aclarar que el 
aprovechamiento medio resultante en 
la unidad de ejecución al que alude este 
precepto al hablar del suelo urbano, na­
da tiene que ver con el aprovechamien­
to medio del suelo urbanizable, regula­
do en el Texto Refundido del 76 y en el 
Reglamento de Planeamiento Urbanísti-



co (art. 31 RPU). Esa expresión, aprove­
chamiento medio en unidades de ejecu­
ción de suelo urbano, ya aparecía en el 
a rt. 105 lS76 y después en la Disposi­
ción Adicional Sexta de la LS90, y aho­
ra, la LS, en su Disposición Adicional 
Segunda, introducida ex novo en el arti­
culado, establece cómo se calcula ese 
aprovechamiento: 

«(. .. ) el aprovechamiento medio de una 
unidad de ejecución se calwlará dividiendo la 
edificabilidad total, inclwda la dotacional pn­
vada correspondiente a la misma, p~eviamen­
te homogeneizada con los coeficientes de pon­
deración relativa q11e se definan, por la super­
ficie total de la unidad de e1ecución, excluidos 
los terrenos afectos a dotaciones públicas, de 
carácter general o local, ya existentes». 

Suelo urbano de Municipios en los 
que, en esta clase de suelo, nunca se 
aplicará el aprovechamiento tipo 

En este caso sí que hay un precepto 
directamente referido a la valoración 
del suelo urbano en estos Municipios, 
y la solución, naturalmente es muy pa­
recida a la del supuesto anterio r. En 
efecto, e l art. 62.1 LS identifica los 
aprovechamientos de referencia (el 
medio de la unidad de ejecución o el 
directamente asignado por el plan, y si 
no existe planeamiento o éste no asig­
na aprovechamiento lucrativo alguno 
al terreno, un metro cuadrado cons­
truible por cada metro de suelo, refe­
rido al uso predo minante en el polígo­
no fiscal en el que resulte incluido). Y 
el apartado 2 establece la apli cación de 
los porcentajes legales (75 por 100, 
para las expropiaciones no sanciona­
torias, 50 por 100 del aprovechamien­
to patrimonializado o del amparado 
por la licencia para las expropiaciones 
por incumplimiento). Sin embargo, sí 
que existe alguna diferencia con res­
pecto al suelo urbano de los Munici­
pios en los que ha de regir el aprove­
chamiento tipo, y es precisamente la 
que deriva de la curiosa regla del art. 
27.4 LS que estab lece el aprovecha­
miento susceptib le de apropiación 
(que determinará evidentemente, la 
cuantía del aprovechamiento a tener 

en cuenta en las valoraciones que 
atienden al grado de adquisición de fa­
cultades urbanísticas) en el suelo ur­
bano de estos otros municip ios. Dis­
pone este precepto: 

«En el suelo urbano donde no se apliquen las 
disposiciones sobre áreas de reparto y aprove­
chamiento tipo, el aprovechamiento susceptible 
de apropiación será como mínimo el 85 por 100 
del aprovechamiento medio resultante (. . .)». 

Parece que lo que quiere establecer 
este precepto es que en el suelo urbano 
sin aprovechamiento tipo, el aprove­
chamiento patrimonializable será, en 
principio, el 100 por 100, si bien las 
Comunidades Autónomas tienen liber­
tad para establecer que sea el 85 por 
100. De cualquier forma la redacción 
literal resulta un tanto sorprendente 
porque decir que el aprovechamiento 
patrimonializable será como mínimo el 
85 por 100, no es decir, claramente, 
cual es el aprovechamiento patrimo­
nializable. 

Aclaración para el caso 
de inexistencia de valores 
catastrales 

El sistema de valoración de aprove­
chamientos urbanísticos creado por la 
LS90 gira en torno al ya mencionado va­
lor básico de repercusión que la Admi­
nistración tributaria fijará para cada po­
lígono fisca l, con referencia al metro 
cuadrado construible del uso y la tipo­
logía caraceterísticos en el área de re­
parto correspondiente. 

Era conveniente aclarar cómo habrían 
de valorarse los aprovechamientos, en 
caso de que ese valor básico de reper­
cusión no se haya determinado, o haya 
perdido vigencia. Eso ha hecho el art. 
53.4 LS. 

«En los supuestos de inexistencia o pérdida 
de vigencia de los valores señalados en los m¡­
meros anteriores (se refiere al valor básico de 
reperwsión y a los coeficientes correctores que 
ponderan la situación y características de cada 
parcela dentro del respectivo polígono), o de 
inaplicabiliclad de los mismos por modificación 
de las condiciones urbanísticas tenidas en 
menta al tiempo de su fijación, se aplicarán los 

valores de repercusión del suelo obtenidos por el 
método residual, confom1e a lo dispuesto en la 
normativa técnica de valoración catastral». • 
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